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Constitucional y Amparo 
 

JURISPRUDENCIA. DERECHOS HUMANOS. EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO QUE ESTÁN 
OBLIGADOS A REALIZAR LOS JUZGADORES, NO LLEGA AL EXTREMO DE ANALIZAR EXPRESAMENTE Y EN 
ABSTRACTO EN CADA RESOLUCIÓN, TODOS LOS DERECHOS HUMANOS QUE FORMAN PARTE DEL ORDEN 
JURÍDICO MEXICANO. 
 
TESIS AISLADA. NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. SI AL MOMENTO DE LA DETENCIÓN DE 
LA PERSONA EXTRANJERA NO SE LE INFORMA QUE CUENTA CON ESTE DERECHO HUMANO Y, A PESAR DE 
ELLO, EN UNA DILIGENCIA POSTERIOR, ÉSTA MANIFIESTA SU DESEO DE RENUNCIAR A ÉL, Y LA AUTORIDAD 
JUDICIAL LO ACUERDA DE CONFORMIDAD, ELLO ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A DICHA PRERROGATIVA QUE 
AMERITA LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. 
 
TESIS AISLADA. MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. EL 
DECRETO DEL CONGRESO LOCAL QUE REVOCA UNO DIVERSO POR EL QUE SE LES RATIFICÓ, VIOLA EL 
ARTÍCULO 13 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
TESIS AISLADA. MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. EL 
DECRETO DEL CONGRESO LOCAL QUE REVOCA UNO DIVERSO POR EL QUE SE LES RATIFICÓ, VIOLA EL 
ARTÍCULO 116, FRACCIÓN III, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. 
 
TESIS AISLADA. DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO AL AGUA. LA COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS DE 
QUERÉTARO ES LA AUTORIDAD OBLIGADA A GARANTIZARLO, MEDIANTE LOS CONTRATOS CELEBRADOS CON 
LOS USUARIOS, EN UNA RELACIÓN DE SUPRA A SUBORDINACIÓN. 
 
TESIS AISLADA. COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS DE QUERÉTARO. ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 
AMPARO, RESPECTO DE SUS ACTOS RELATIVOS AL SERVICIO PÚBLICO DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE.  

 
Laboral 

 
TESIS AISLADA. SUBCONTRATACIÓN LABORAL. LOS ARTÍCULOS 27, FRACCIÓN V, PÁRRAFO TERCERO, DE LA 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA Y 5o., FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, NO 
VIOLAN LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA.  
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Penal 
 
JURISPRUDENCIA. SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. POR REGLA GENERAL, NO ES PROCEDENTE 
CONCEDERLA DE PLANO Y DE OFICIO TRATÁNDOSE DE LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD PENITENCIARIA DE 
PROVEER A LOS INTERNOS ROPA Y ZAPATOS EN BUEN ESTADO.  
 
JURISPRUDENCIA. SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. EXCEPCIONALMENTE, ES PROCEDENTE 
CONCEDERLA DE PLANO Y DE OFICIO TRATÁNDOSE DE LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD PENITENCIARIA DE 
PROVEER A LOS INTERNOS ROPA Y ZAPATOS EN BUEN ESTADO.  
 
TESIS AISLADA. SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO PENAL. NO EXISTE INCUMPLIMIENTO DE ESA MEDIDA 
CAUTELAR CUANDO LA SENTENCIA RECLAMADA ES EJECUTADA Y SE PRIVA DE LA LIBERTAD PERSONAL AL 
QUEJOSO, SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE SE LA CONCEDIÓ ÚNICAMENTE PARA QUE "QUEDE A 
DISPOSICIÓN" DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO.  
 
TESIS AISLADA. RESGUARDO DOMICILIARIO EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO Y ORAL. PARA 
QUE PROCEDA ESTA MEDIDA CAUTELAR, ES NECESARIO QUE EL IMPUTADO ACREDITE UNA CONDICIÓN 
PERSONAL Y PARTICULAR QUE HAGA IMPERIOSO QUE SU PROCESAMIENTO SE LLEVE A CABO EN SU 
DOMICILIO Y, ADEMÁS, QUE SU IMPOSICIÓN NO IMPLIQUE EL PELIGRO DE QUE PUEDA SUSTRAERSE DE LA 
ACCIÓN DE LA JUSTICIA O UN RIESGO SOCIAL.  
 
TESIS AISLADA. MEDIDAS CAUTELARES EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO Y ORAL. PARA QUE 
PUEDAN DECRETARSE MEDIANTE RESOLUCIÓN JUDICIAL, BASTA QUE SE SATISFAGA ÚNICA O 
CONJUNTAMENTE CUALQUIERA DE LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 153 DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES, QUE ESTABLECE LAS REGLAS GENERALES PARA SU IMPOSICIÓN.  

 
Energía 

 
TESIS AISLADA. HIDROCARBUROS. LOS ARTÍCULOS DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO Y 82 DE LA LEY RELATIVA, 
NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA, POR EL HECHO DE NO DEFINIR QUÉ ES LA 
"MAYOR PARTICIPACIÓN DE AGENTES ECONÓMICOS" Y EL "COSTO DE OPORTUNIDAD".  
 
TESIS AISLADA. HIDROCARBUROS. LOS ARTÍCULOS 81, FRACCIÓN VI, 82 Y DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO DE 
LA LEY RELATIVA, SE REFIEREN AL ESCENARIO ORDINARIO EN EL CUAL LA COMISIÓN REGULADORA DE 
ENERGÍA ES COMPETENTE PARA DETERMINAR LOS PRECIOS MÁXIMOS DE VENTAS DE PRIMERA MANO DE 
LOS HIDROCARBUROS, PETROLÍFEROS O PETROQUÍMICOS, ASÍ COMO PARA ESTABLECER LA METODOLOGÍA 
CORRESPONDIENTE, POR LO QUE GENERAN SEGURIDAD JURÍDICA.  
 
TESIS AISLADA. HIDROCARBUROS. LOS ARTÍCULOS 81, FRACCIÓN VI, 82 Y DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO DE 
LA LEY RELATIVA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE CONFIANZA LEGÍTIMA.  
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Fiscal 
 
JURISPRUDENCIA. RECIBO O FACTURA DE PAGO EXPEDIDA POR LA COMISIÓN ESTATAL DE SERVICIOS 
PÚBLICOS DEL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA. TIENE EL CARÁCTER DE UN CRÉDITO FISCAL QUE NO CONSTITUYE 
UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO ADMINISTRATIVO ESTATAL.  
 
TESIS AISLADA. SUBCONTRATACIÓN LABORAL. LOS ARTÍCULOS 27, FRACCIÓN V, PÁRRAFO TERCERO, DE LA 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA Y 5o., FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, NO 
VIOLAN LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA.  
 
TESIS AISLADA. FACULTADES DE COMPROBACIÓN EN MATERIA FISCAL FEDERAL. PARA DAR A CONOCER AL 
CONTRIBUYENTE LOS HECHOS U OMISIONES DETECTADOS DURANTE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LA 
AUTORIDAD DEBE REALIZARLE UN REQUERIMIENTO FORMAL Y NO SÓLO HACERLE UNA "ATENTA 
INVITACIÓN" (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2015).  
 
TESIS AISLADA. ACUERDOS CONCLUSIVOS EN MATERIA TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 69-C DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN QUE LOS REGULA, RESPETA EL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA JUSTICIA.  
 

 
Derecho Privado de Empresa 

 
JURISPRUDENCIA. PRESCRIPCIÓN DE SENTENCIA DE CONDENA MIXTA DICTADA EN UN JUICIO EJECUTIVO 
MERCANTIL. EL PLAZO PARA QUE OPERE COMIENZA DE MANERA DIFERENCIADA PARA EL PROCEDIMIENTO 
DE EJECUCIÓN Y PARA EL INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA.  
 
JURISPRUDENCIA. PRELACIÓN DE CRÉDITOS EN LOS CONCURSOS MERCANTILES. LOS PRINCIPIOS DE 
INTERPRETACIÓN CONFORME Y PRO PERSONA NO JUSTIFICAN LA CREACIÓN DE UNA CATEGORÍA ESPECIAL 
PARA LOS CONSUMIDORES, DIFERENTE DE LA DERIVADA DEL ARTÍCULO 217 DE LA LEY DE CONCURSOS 
MERCANTILES.  
 
JURISPRUDENCIA. PRELACIÓN DE CRÉDITOS EN LOS CONCURSOS MERCANTILES. LOS DERECHOS DE LOS 
CONSUMIDORES NO JUSTIFICAN LA CREACIÓN DE UNA CATEGORÍA ESPECIAL EN AQUÉLLA.  
 
JURISPRUDENCIA. MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO EN EL JUICIO MERCANTIL. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE 
LAS OTORGA, PROCEDE EL RECURSO DE APELACIÓN DE TRAMITACIÓN INMEDIATA EN EFECTO DEVOLUTIVO, 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1345, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, POR LO QUE EN OBSERVANCIA 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO.  
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Seguridad Social 
 
JURISPRUDENCIA. JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PARA QUE PROCEDA CONTRA LA OMISIÓN, 
ACTUALIZACIÓN Y CÁLCULO DE INCREMENTOS A LAS PENSIONES CONCEDIDAS POR EL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, PREVIAMENTE DEBE EXISTIR UNA 
RESOLUCIÓN EXPRESA O FICTA QUE HAYA DADO RESPUESTA A LA PETICIÓN DEL PENSIONADO.  
 

 
Telecomunicaciones 

 
JURISPRUDENCIA. CONCESIONARIOS DE REDES PÚBLICAS DE TELECOMUNICACIONES. EL AUTO ADMISORIO 
DE LA DEMANDA DE AMPARO PROMOVIDA EN CONTRA DE LA DECISIÓN DEL INSTITUTO FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES QUE DECIDE NO SANCIONAR A DIVERSO CONCESIONARIO POR EL PRESUNTO 
INCUMPLIMIENTO A LAS CONDICIONES DE SU TÍTULO DE CONCESIÓN, NO ES LA ACTUACIÓN OPORTUNA PARA 
DECIDIR SI EL PROMOVENTE TIENE O NO INTERÉS.  
 
JURISPRUDENCIA. AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DEL INSTITUTO FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES QUE DA TRÁMITE A UNA DENUNCIA RELACIONADA CON EL RÉGIMEN DE 
PREPONDERANCIA PERO LE NIEGA EL CARÁCTER DE PARTE AL DENUNCIANTE.  
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Constitucional y Amparo 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017668  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: VI.1o.A. J/18 (10a.)  
 
DERECHOS HUMANOS. EL CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO QUE ESTÁN OBLIGADOS A 
REALIZAR LOS JUZGADORES, NO LLEGA AL EXTREMO DE ANALIZAR EXPRESAMENTE Y EN ABSTRACTO EN 
CADA RESOLUCIÓN, TODOS LOS DERECHOS HUMANOS QUE FORMAN PARTE DEL ORDEN JURÍDICO 
MEXICANO. A partir de las reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de 
derechos humanos, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el diez de junio de dos mil once, en vigor 
desde el once del mismo mes y año, y de conformidad con lo sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación al resolver el expediente varios 912/2010 (caso Radilla Pacheco), los Jueces de todo el 
sistema jurídico mexicano, en sus respectivas competencias, deben acatar el principio pro persona, 
consistente en adoptar la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, y además, al 
margen de los medios de control concentrado de la constitucionalidad adoptados en la Constitución General 
de la República, todos los juzgadores deben ejercer un control de convencionalidad ex officio del orden 
jurídico, conforme al cual, pueden inaplicar una norma cuando ésta sea contraria a los derechos humanos 
contenidos en la propia Ley Fundamental, en los tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea 
Parte, así como en la jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la Federación y en los criterios de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Sin embargo, si el Juez no advierte oficiosamente que una norma 
violente los derechos humanos mencionados, a fin de sostener la inaplicación de aquélla en el caso concreto, 
dicho control de convencionalidad no puede estimarse que llega al extremo de que el Juez del conocimiento 
deba oficiosamente comparar y analizar en abstracto en cada resolución, todos los derechos humanos que 
forman parte del orden jurídico mexicano, puesto que ello haría ineficaz e irrealizable el desarrollo de la 
función jurisdiccional, en detrimento del derecho humano de acceso a la justicia por parte de los gobernados, 
con la consecuente afectación que ello significa. Por tanto, la sola mención de que una autoridad violentó 
derechos humanos en una demanda de amparo, es insuficiente para que, si el juzgador de amparo no advierte 
implícitamente ex officio la transgresión a una de dichas prerrogativas, analice expresamente en la sentencia 
todos los demás derechos humanos que pudieran resultar relacionados con el caso concreto, debiendo 
resolver la litis conforme al principio pro persona, a fin de determinar si el acto reclamado es o no contrario a 
derecho. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 293/2011. 10 de noviembre de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier 
Cárdenas Ramírez. Secretario: Alejandro Andraca Carrera. 
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Amparo directo 545/2013. 4 de febrero de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Cárdenas 
Ramírez. Secretaria: María del Rosario Hernández García. 
 
Amparo directo 11/2014. 30 de abril de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: José Eduardo Téllez Espinoza. 
Secretario: David Alvarado Toxtle. 
 
Amparo directo 45/2015. 9 de septiembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: José Eduardo Téllez 
Espinoza. Secretario: David Alvarado Toxtle. 
 
Amparo directo 283/2017. 4 de julio de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Higuera Corona. 
Secretaria: María de Lourdes de la Cruz Mendoza. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2017694  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: I.9o.P.216 P (10a.)  
 
NOTIFICACIÓN, CONTACTO Y ASISTENCIA CONSULAR. SI AL MOMENTO DE LA DETENCIÓN DE LA PERSONA 
EXTRANJERA NO SE LE INFORMA QUE CUENTA CON ESTE DERECHO HUMANO Y, A PESAR DE ELLO, EN UNA 
DILIGENCIA POSTERIOR, ÉSTA MANIFIESTA SU DESEO DE RENUNCIAR A ÉL, Y LA AUTORIDAD JUDICIAL LO 
ACUERDA DE CONFORMIDAD, ELLO ACTUALIZA UNA VIOLACIÓN A DICHA PRERROGATIVA QUE AMERITA LA 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. El artículo 36, numeral 1, inciso b), de la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares establece que el extranjero sujeto a detención debe ser informado, sin dilación, acerca 
de los derechos que reconoce a su favor el precepto mencionado. Al respecto, la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación estableció que desde el momento de su detención, la persona extranjera tiene 
derecho a ser informada, por lo menos, verbalmente, por los agentes de la policía o por las autoridades 
respectivas, de manera clara y sencilla, sobre el derecho que tiene al contacto y a la asistencia consular, así 
como de los motivos y los fundamentos de su detención; además, ese deber recae en todas las autoridades 
que intervengan, desde la detención hasta el trámite del procedimiento judicial, lo que debe ser sin dilación, 
esto es, inmediatamente después de la privación de la libertad. Ahora bien, con apoyo en esas bases 
normativa convencional y doctrina jurisprudencial, si al momento de su detención, a la persona extranjera no 
se le informa que cuenta con ese derecho humano y, a pesar de ello, en una posterior diligencia, ésta 
manifiesta que es su deseo renunciar a esa prerrogativa fundamental y la autoridad judicial lo acuerda de 
conformidad, ello actualiza una violación que amerita la reposición del procedimiento. Lo anterior, porque si 
bien es cierto que acorde con la tesis aislada de la Primera Sala 1a. CLXXXV/2016 (10a.), de título y subtítulo: 
"ASISTENCIA CONSULAR. ESTE DERECHO FUNDAMENTAL SE ENCUENTRA SUBORDINADO A LA VOLUNTAD DE 
LA PERSONA EXTRANJERA DETENIDA.", el derecho al contacto consular está subordinado exclusivamente a la 
voluntad de la persona extranjera detenida, también lo es que esto se da una vez que ésta es informada sobre 
su derecho y decide libremente no ejercerlo, momento en que la obligación estatal se entenderá por 
cumplida, siempre y cuando sea al momento de la detención y previo a que rinda su declaración ministerial y, 
además dejar constancia clara y por escrito de ese hecho. Ello, en virtud de que aquél constituye un derecho 
humano que tiene dentro de sus finalidades proteger a los extranjeros y contribuir a mejorar sus posibilidades 
de defensa y a que los actos procesales en los que interviene se realicen con apego a la ley, y respeto a la 
dignidad de las personas. 
 
NOVENO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 254/2017. 26 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Luis Pérez de la Fuente. 
Secretario: Miguel Enrique Hidalgo Carmona. 
 
 
 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
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Registro: 2017688  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XVII.1o.P.A.2 CS (10a.)  
 
MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. EL DECRETO DEL 
CONGRESO LOCAL QUE REVOCA UNO DIVERSO POR EL QUE SE LES RATIFICÓ, VIOLA EL ARTÍCULO 13 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. Si el Congreso del Estado de Chihuahua determina, mediante la expedición de un 
decreto, revocar uno diverso emitido con anterioridad por el que evaluó y ratificó a un Magistrado del Tribunal 
Superior de Justicia de la entidad, viola el artículo 13 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, toda vez que, en virtud de la inamovilidad adquirida por el quejoso con motivo de la ratificación, 
ya no puede invalidarse el decreto que la confirió, y si el nuevo decreto desapareció después de aplicarse al 
caso específico, es decir, una vez que revocó la ratificación hecha por una legislatura anterior, constituye un 
acto formalmente legislativo carente de los atributos de generalidad, abstracción e impersonalidad, que se 
traduce en una ley privativa, lo cual transgrede el precepto constitucional citado. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 323/2017. 17 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José Raymundo Cornejo 
Olvera. Secretario: Jorge Luis Olivares López. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017687  
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XVII.1o.P.A.1 CS (10a.)  
 
MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL ESTADO DE CHIHUAHUA. EL DECRETO DEL 
CONGRESO LOCAL QUE REVOCA UNO DIVERSO POR EL QUE SE LES RATIFICÓ, VIOLA EL ARTÍCULO 116, 
FRACCIÓN III, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Si el Congreso del Estado de Chihuahua determina, mediante 
la expedición de un decreto, revocar uno diverso emitido con anterioridad por el que se evaluó y ratificó a un 
Magistrado del Tribunal Superior de Justicia de la entidad, viola el artículo 116, fracción III, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que, en virtud de la inamovilidad adquirida por la 
ratificación, ya no puede invalidarse el decreto que la confirió, pues aquélla supone que el Magistrado que la 
obtuvo sólo podrá ser privado de su cargo en los términos que determinen la Constitución y la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, ambas del Estado de Chihuahua, ya que ello constituye no sólo 
un derecho del servidor público, al tener como objetivo fundamental su protección, sino, principalmente, una 
garantía de la sociedad de contar con Magistrados independientes y de excelencia que realmente hagan 
efectivos los principios que en materia de administración de justicia consagra la Constitución Federal. Además, 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la jurisprudencia que derivó de los casos Tribunal 
Constitucional Vs. Perú y Baena Ricardo Vs. Panamá –vinculante para los juzgadores del Estado Mexicano– 
sostuvo que los Jueces no pueden estar sujetos a una remoción discrecional o arbitraria, sino que deben gozar 
del derecho a un debido proceso y de las garantías judiciales que permitan su defensa adecuada ante cualquier 
acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos, con lo cual, se garantiza su independencia. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 323/2017. 17 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: José Raymundo Cornejo 
Olvera. Secretario: Jorge Luis Olivares López. 
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DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO AL AGUA. LA COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS DE QUERÉTARO ES LA 
AUTORIDAD OBLIGADA A GARANTIZARLO, MEDIANTE LOS CONTRATOS CELEBRADOS CON LOS USUARIOS, 
EN UNA RELACIÓN DE SUPRA A SUBORDINACIÓN. El artículo 4o., párrafo sexto, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos elevó a la categoría de derecho fundamental el acceso al agua y obligó al Estado 
a garantizarlo, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 8 de febrero de 2012. 
Por su parte, los artículos 402, 472, párrafos primero y quinto, y 439, párrafo primero, en relación con los 
diversos 419 a 426 y 441 del Código Urbano del Estado de Querétaro edifican un marco legal que permite 
considerar a la Comisión Estatal de Aguas de la entidad, como la autoridad obligada a garantizar ese derecho 
fundamental, derivado de la relación jurídica de asimetría que guarda con el usuario; esto es, de supra a 
subordinación, cuando emite actos sustentados en los contratos que ambos celebren. Sin que se oponga a lo 
anterior, la tesis de jurisprudencia P./J. 92/2001, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro: "AGUA POTABLE. CUANDO EL ESTADO PRESTA EL SERVICIO MEDIANTE CONTRATOS ADMINISTRATIVOS 
DE ADHESIÓN, LA RELACIÓN JURÍDICA ENTRE LAS PARTES NO CORRESPONDE A LA DE SUPRA A 
SUBORDINACIÓN QUE EXISTE ENTRE UNA AUTORIDAD Y UN GOBERNADO, SINO A UNA RELACIÓN DE 
COORDINACIÓN VOLUNTARIA ENTRE EL PRESTADOR DEL SERVICIO Y EL PARTICULAR.", al haberse aprobado 
ésta el 3 de julio de 2001; es decir, con anterioridad a la reforma constitucional indicada y a la diversa difundida 
en el señalado medio el 6 y 10 de junio de 2011, que implicó la ampliación del espectro de autoridad para 
efectos del juicio de amparo y vinculó a las autoridades a proteger los derechos fundamentales, entre ellos, 
el de acceso al agua, pues las condiciones normativas e interpretativas imperantes al emitirse dicho criterio, 
aún no se sujetaban a la progresividad del actual marco constitucional en materia de derechos humanos. 
Máxime que el Alto Tribunal del País ya puso de manifiesto que el concepto de autoridad sufrió una 
adaptación funcional que corresponde con una visión más amplia del derecho internacional de los derechos 
humanos y su vinculación con el nuevo contexto constitucional, como se obtiene de la línea jurisprudencial 
que desarrolló desde finales de la Novena Época y, decididamente, en la Décima, al precisar la dimensión 
autoritativa de las atribuciones y facultades que despliegan entes y corporaciones dentro del Estado, dejando 
de lado el tradicional concepto de fuerza pública, como elemento sustancial del acto de autoridad, precedente 
que, a la postre, se tradujo en el actual enunciado del artículo 5o., fracción II, de la Ley de Amparo. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 1/2017. 1 de junio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Barajas Villa. 
Secretario: Samuel Olvera López. 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 92/2001 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, julio de 2001, página 693. 
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COMISIÓN ESTATAL DE AGUAS DE QUERÉTARO. ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO, 
RESPECTO DE SUS ACTOS RELATIVOS AL SERVICIO PÚBLICO DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE. Con base 
en las reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicadas en el Diario Oficial de 
la Federación el 6 y 10 de junio de 2011, y 8 de febrero de 2012 concernientes, las primeras, a la ampliación 
de atribuciones de las autoridades para efectos del juicio de amparo y al cambio paradigmático en materia de 
derechos humanos, establecido en su artículo 1o., párrafo tercero y, la segunda, al reconocimiento del acceso 
al agua como un derecho fundamental, así como a la obligación del Estado de garantizarlo, previstos en el 
artículo 4o., párrafo sexto, del propio ordenamiento; aunado a que el artículo 5o., fracción II, de la Ley de 
Amparo vigente amplió el concepto de autoridad, por virtud de la extensión de sus atribuciones, se concluye 
que la Comisión Estatal de Aguas de Querétaro reúne las características previstas en esta última disposición 
para considerarla como autoridad para efectos del juicio de amparo, pues conforme a los artículos 402, 472, 
párrafos primero y quinto y 439, párrafo primero, en relación con los diversos 419 a 426 y 441 del Código 
Urbano de la entidad, es un organismo público descentralizado y autoridad en materia del servicio público de 
suministro de agua potable, por lo cual, está constreñida a proteger el derecho fundamental de acceso al 
agua, y a garantizar la asequibilidad de ésta; de ahí que, al imponer al usuario actos relacionados con la 
contratación de ese servicio, éstos están revestidos de imperatividad, coercitividad y unilateralidad. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 1/2017. 1 de junio de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Barajas Villa. 
Secretario: Samuel Olvera López. 
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SUBCONTRATACIÓN LABORAL. LOS ARTÍCULOS 27, FRACCIÓN V, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA Y 5o., FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, NO 
VIOLAN LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Conforme a los artículos 15-A a 15-D 
de la Ley Federal del Trabajo, el trabajo en régimen de subcontratación es aquel por medio del cual un patrón 
denominado contratista, ejecuta obras o presta servicios con trabajadores bajo su dependencia a favor de un 
contratante, persona física o moral, la cual fija las tareas del contratista, lo supervisa en el desarrollo de los 
servicios o la ejecución de las obras contratadas y, entre otras obligaciones, debe cerciorarse no sólo al 
momento de celebrar el contrato, sino durante el tiempo que dure la prestación del servicio, de que el 
contratista cuenta con la documentación y los elementos propios suficientes para cumplir con las obligaciones 
que deriven de las relaciones con sus trabajadores. Por su parte, el artículo 27, fracción V, párrafo tercero, de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, establece como requisito para deducir los gastos derivados de la 
subcontratación laboral, que el contratante obtenga del contratista copia de los comprobantes fiscales por 
concepto de pago de salarios de los trabajadores que le hayan proporcionado el servicio subcontratado, de 
los acuses de recibo, así como de la declaración de entero de las retenciones de impuestos efectuadas a dichos 
trabajadores y de pago de las cuotas obrero patronales al Instituto Mexicano del Seguro Social, y que los 
contratistas estarán obligados a entregar al contratante los comprobantes y la información a que se refiere 
ese párrafo, mientras que el diverso 5o., fracción II, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado dispone que 
como requisito para la procedencia del acreditamiento del tributo, el contratante deberá obtener del 
contratista copia simple de la declaración correspondiente, del acuse de recibo y de la información reportada 
al Servicio de Administración Tributaria sobre el pago de dicho impuesto, así como que, a su vez, el contratista 
deberá proporcionar al contratante copia de la documentación mencionada, además de que el contratante, 
en el caso de que no recabe la documentación, deberá presentar declaración complementaria para disminuir 
el acreditamiento que hubiere efectuado. Pues bien, de la interpretación teleológica y armónica de las normas 
laborales y fiscales de mérito, se advierte que estas últimas no violan los derechos a la legalidad y a la 
seguridad jurídica reconocidos por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en virtud de que se especifican el motivo y los documentos con los que los contratantes se 
cerciorarán permanentemente  
de que el contratista cumple con las disposiciones aplicables en materia de seguridad social y fiscal, aunado a 
que el contribuyente puede acceder a la documentación de este último, ya que conforme con la situación 
jurídica especial que guarda la figura de la subcontratación, la propia normativa en materia del trabajo exige 
del contratante una constante vigilancia respecto del contratista, además de que el vínculo jurídico entre los 
sujetos que la pactan se ubica en situación de coordinación y no de 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 subordinación, con lo que es posible que entre las partes tomen medidas que tiendan al cumplimiento de las 
disposiciones aplicables. Aunado a ello, la documentación de que se trata no es reservada o secreta, sino que 
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está relacionada con las aportaciones de seguridad social y con la declaración de impuestos, con lo que no se 
revela información confidencial del contratista. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1272/2017. Mio Games, S.A. de C.V. 14 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.  
 
Amparo en revisión 98/2018. G.S. Corporativo de Servicios y Soluciones Empresariales, S.A. de C.V. 18 de abril 
de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara. 
 
Amparo en revisión 1351/2017. Defense Technologies And Systems, S.A. de C.V. 18 de abril de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
 
Amparo en revisión 362/2018. Operadora de Espectáculos Deportivos, S.A. de C.V. 27 de junio de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
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SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. POR REGLA GENERAL, NO ES PROCEDENTE CONCEDERLA DE PLANO 
Y DE OFICIO TRATÁNDOSE DE LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD PENITENCIARIA DE PROVEER A LOS INTERNOS 
ROPA Y ZAPATOS EN BUEN ESTADO. De los artículos 125, 126 y 128 de la Ley de Amparo, se advierte que la 
suspensión procede de oficio y de plano, o a petición de parte. Debe proveerse de oficio y de plano sobre la 
suspensión, entre otros casos, cuando se reclaman actos prohibidos por el artículo 22 constitucional, como la 
pena de tormento de cualquier especie. Por tormento, debe entenderse no cualquier molestia, justificada o 
no, que derive de la reclusión en un centro penitenciario, sino actos y omisiones que afecten gravemente a la 
dignidad e integridad personales, como pueden ser, por mencionar algunos ejemplos, los actos de tortura y 
otros tratos crueles, inhumanos o degradantes. En este sentido, la omisión de la autoridad penitenciaria de 
proveer al interno de ropa y calzado en buen estado, por regla general, no puede ser considerada un acto de 
tormento, por lo que cuando se reclama en amparo no procede su análisis con base en las reglas de la 
suspensión de plano y de oficio, sino, en su caso, deben aplicarse las relativas a la suspensión a petición de 
parte. Sin que este criterio desconozca la posibilidad de que, en casos excepcionales, dadas las circunstancias 
y el contexto, esa omisión pudiera constituir un acto de tormento, cuestión que deberá determinar el juez de 
distrito en cada caso particular. Además, esta conclusión no implica restringir el acceso a la justicia a los 
quejosos, porque ese acto puede ser analizado, para efectos de la medida cautelar, a la luz de las normas que 
regulan la suspensión a petición de parte. Y tampoco prejuzga acerca de la constitucionalidad o no de ese 
acto, lo que, de ser procedente, constituirá la materia del fondo del juicio de amparo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 266/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito. 14 de marzo de 2018. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Alejandro González Piña. 
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SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. EXCEPCIONALMENTE, ES PROCEDENTE CONCEDERLA DE PLANO Y 
DE OFICIO TRATÁNDOSE DE LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD PENITENCIARIA DE PROVEER A LOS INTERNOS 
ROPA Y ZAPATOS EN BUEN ESTADO. Si bien este acto reclamado, por lo general, no constituye un acto de 
tormento de los prohibidos por el artículo 22 constitucional, para efectos de proveer de oficio y de plano sobre 
la suspensión en términos de los artículos 125, 126 y 128 de la Ley de Amparo, pues aunque implica una 
molestia, no se equipara a tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes; lo cierto es que en casos 
excepcionales, la omisión de la autoridad penitenciaria de proporcionar zapatos y ropa adecuados a los 
internos puede constituir tormento y debe proveerse sobre la suspensión de oficio y de plano. Así sucede, por 
mencionar algunos ejemplos, cuando por las circunstancias y el contexto, es razonable suponer que esa 
omisión compromete la dignidad e integridad personales, ya sea por la exposición del interno a un clima 
extremadamente gélido o caluroso; por la presencia de fauna, flora u otros entes nocivos; cuando el acto se 
realiza con el propósito de vejar o humillar al interno, etcétera. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 266/2017. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto 
Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito. 14 de marzo de 2018. La 
votación se dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío 
Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo, de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien 
reservó su derecho para formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Alejandro González Piña. 
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SUSPENSIÓN EN EL AMPARO DIRECTO PENAL. NO EXISTE INCUMPLIMIENTO DE ESA MEDIDA CAUTELAR 
CUANDO LA SENTENCIA RECLAMADA ES EJECUTADA Y SE PRIVA DE LA LIBERTAD PERSONAL AL QUEJOSO, 
SI LA AUTORIDAD RESPONSABLE SE LA CONCEDIÓ ÚNICAMENTE PARA QUE "QUEDE A DISPOSICIÓN" DEL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO. De acuerdo con lo establecido por la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, en la tesis aislada 1a. XIX/2012 (10a.), la expresión "quede a disposición" contenida 
en el artículo 191 de la Ley de Amparo, de similar contenido al numeral 172 de la abrogada, se traduce en que 
el Tribunal Colegiado de Circuito ejercerá el control de constitucionalidad en todos los actos que se desarrollen 
en el juicio de amparo, incluida la vigilancia de la suspensión del acto reclamado. Por tanto, si al resolver sobre 
la suspensión solicitada, la autoridad responsable concedió la medida cautelar sólo para que el quejoso quede 
a disposición del Tribunal Colegiado de Circuito, ello no significa que la suspensión tenga el efecto de paralizar 
la ejecución de la sentencia privativa de la libertad personal. En todo caso, si la suspensión no fue dictada en 
los términos solicitados por el quejoso, esto es, para que no fuera ejecutada la sentencia condenatoria 
reclamada; entonces, aquél tenía expedito su derecho para interponer el recurso de queja, como lo dispone 
el artículo 97, fracción II, inciso b), de la propia ley. De ahí que si con motivo de la ejecución de la sentencia 
reclamada, el quejoso fue privado de su libertad personal, no puede concluirse que las autoridades 
responsables hayan incurrido en el incumplimiento de la suspensión, como tampoco defecto, en términos del 
artículo 206 de la ley indicada. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Incidente por defecto en el cumplimiento de la suspensión relativo al amparo directo 37/2018. 14 de junio de 
2018. Unanimidad de votos. Ponente: David Gustavo León Hernández. Secretario: Víctor Manuel Jaimes 
Morelos. 
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RESGUARDO DOMICILIARIO EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO Y ORAL. PARA QUE PROCEDA 
ESTA MEDIDA CAUTELAR, ES NECESARIO QUE EL IMPUTADO ACREDITE UNA CONDICIÓN PERSONAL Y 
PARTICULAR QUE HAGA IMPERIOSO QUE SU PROCESAMIENTO SE LLEVE A CABO EN SU DOMICILIO Y, 
ADEMÁS, QUE SU IMPOSICIÓN NO IMPLIQUE EL PELIGRO DE QUE PUEDA SUSTRAERSE DE LA ACCIÓN DE LA 
JUSTICIA O UN RIESGO SOCIAL. Los artículos 153 y 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales 
establecen las hipótesis generales y específicas que el órgano jurisdiccional debe tomar en consideración para 
imponer una medida cautelar, incluso, la prisión preventiva justificada o el resguardo domiciliario. Sin 
embargo, el artículo 166 de dicho código señala las excepciones para decretar al imputado esta última medida 
cautelar (resguardo domiciliario), en lugar de la prisión preventiva, e indica que, para su procedencia, deben 
apreciarse y demostrarse características especiales que hagan considerar que por circunstancias personales y 
particulares del imputado, es necesario que su procesamiento se lleve a cabo en su domicilio, pues de lo 
contrario, o sea, que su privación de libertad sea en un centro de reclusión, podría representarle un riesgo 
preponderante a causa de esas circunstancias y características especiales que ostenta; lo anterior, siempre 
que el imputado no represente peligro de sustracción de la acción de la justicia o manifieste una conducta 
que haga presumible su riesgo social, como lo dispone el tercer párrafo del artículo 166 aludido. En ese tenor, 
de manera enunciativa, mas no limitativa, el párrafo primero de este precepto invoca ejemplos en los que por 
las características especiales de los imputados, sería asequible –mas no inexorable, por la razón que se refiere 
en el tercer párrafo de ese precepto– la imposición del resguardo domiciliario, como lo son las personas 
mayores de setenta años de edad; enfermos graves o terminales; mujeres embarazadas o madres durante la 
lactancia. En consecuencia, para la procedencia de esta medida cautelar, el Juez de control debe verificar que 
el procesado acredite una condición personal y particular en la que devenga idónea y proporcional la privación 
de la libertad, pero bajo la modalidad de resguardo domiciliario, siempre que esta medida no implique un 
peligro de sustracción o un riesgo social. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 297/2017. 26 de abril de 2018. Mayoría de votos. Disidente: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
Ponente: Francisco Javier Sarabia Ascencio. Secretario: Erik Ernesto Orozco Urbano. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2017691  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 24 de agosto de 2018 10:32 h  



 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

Materia(s): (Penal)  
Tesis: I.1o.P.119 P (10a.)  
 
MEDIDAS CAUTELARES EN EL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL ACUSATORIO Y ORAL. PARA QUE PUEDAN 
DECRETARSE MEDIANTE RESOLUCIÓN JUDICIAL, BASTA QUE SE SATISFAGA ÚNICA O CONJUNTAMENTE 
CUALQUIERA DE LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 153 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES, QUE ESTABLECE LAS REGLAS GENERALES PARA SU IMPOSICIÓN. El precepto 
mencionado establece las "reglas generales de las medidas cautelares", de las que se advierte que serán 
impuestas mediante resolución judicial "por el tiempo indispensable para asegurar la presencia del imputado 
en el procedimiento, garantizar la seguridad de la víctima u ofendido o del testigo, o evitar la obstaculización 
del procedimiento.". En este sentido, el vocablo "o" inmerso en la redacción normativa, no implica que las 
tres hipótesis mencionadas sean excluyentes entre sí, aunque sí son alternativas, por lo que basta que se 
satisfaga cualquiera de las tres, ya sea única o conjuntamente, para que se estime la necesidad de decretar al 
imputado una medida cautelar de las que se enuncian en el catálogo del artículo 155 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. Esto es así, porque de la redacción que guarda el artículo 153 del propio código, y 
ante la falta de disposición normativa expresa que así lo indique, con independencia de que lingüísticamente 
"o" es una conjunción disyuntiva que denota diferencia, separación, pero también alternativa entre dos o más 
personas, cosas o ideas, que a su vez "alternar" significa variar las acciones diciendo o haciendo ya unas cosas, 
ya otras, y repitiéndolas sucesivamente; lo cierto es que debe situarse la interpretación de este numeral a las 
circunstancias fácticas que pueden o no acontecer en cada caso concreto, en las que es posible que puedan 
actualizarse una, algunas o todas las hipótesis citadas, verbigracia, que se observe la necesidad de imponer 
una medida cautelar contra el imputado: i) para garantizar su presencia en el proceso, porque se observa 
riesgo de que pueda sustraerse de la acción de la justicia; ii) garantizar la seguridad de las víctimas, ofendidos 
o testigos, porque hay datos que denotan animadversión o posible peligro contra dichos entes ante la 
naturaleza del ilícito imputado; y, iii) evitar que se obstaculice el procedimiento, ante la probabilidad de que 
puedan destruirse, modificarse, ocultarse o falsificarse elementos de prueba, o que el imputado pueda influir 
para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente, entre otros escenarios. Hipótesis que pueden 
converger entre sí, aunque como se dijo, no es imperioso que en todos los casos los tres supuestos deban 
actualizarse para la imposición de una medida cautelar, porque habrá casos que aunque algunos de ellos no 
se configuren, otro sí, y por lo cual, sea necesario y suficiente decretar la medida que se trate. Situación que 
no es arbitraria, porque para decretar una o varias de las medidas cautelares, la autoridad judicial deberá 
hacer un ejercicio de proporcionalidad, tomando en consideración los argumentos que las partes ofrezcan o 
la justificación que el Ministerio Público realice, sin dejar de ponderar tanto la naturaleza, gravedad y 
circunstancias en que se llevó a cabo el hecho que la ley señala como delito, y el grado de la probable 
participación que tuvo el imputado en su comisión. Esto, siempre con base en  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
el criterio de mínima intervención, según las circunstancias particulares de cada persona, en términos del 
artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como lo establece el artículo 156 del 
código referido. 
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PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 297/2017. 26 de abril de 2018. Mayoría de votos. Disidente: Miguel Enrique Sánchez Frías. 
Ponente: Francisco Javier Sarabia Ascencio. Secretario: Erik Ernesto Orozco Urbano. 
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HIDROCARBUROS. LOS ARTÍCULOS DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO Y 82 DE LA LEY RELATIVA, NO VIOLAN 
LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA, POR EL HECHO DE NO DEFINIR QUÉ ES LA "MAYOR 
PARTICIPACIÓN DE AGENTES ECONÓMICOS" Y EL "COSTO DE OPORTUNIDAD". La Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha establecido que el principio de legalidad contenido en el artículo 16 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, no impone al legislador el deber de definir pormenorizadamente cada uno 
de los vocablos o palabras usados en el texto de la norma, pues ello haría interminable y exhaustiva la función 
legislativa; por el contrario, basta que la ley precise los elementos esenciales respecto de un deber y que la 
referencia a éstos sea lo suficientemente comprensible por cualquier persona, ya que así se genera seguridad 
jurídica en cuanto a los deberes impuestos o los requisitos a considerar para actuar conforme a la norma. Por 
su parte, la Comisión Reguladora de Energía es un órgano regulador facultado para emitir normas que 
desarrollen lo previsto tanto en la Constitución Federal como en las leyes relativas en el sector energético, 
por lo que es innecesario que los preceptos legales reclamados definan conceptos como "mayor participación 
de agentes económicos" y "costo de oportunidad", porque la reforma constitucional en materia de energía se 
relacionó con aspectos económicos, lo cual implica que para comprender el alcance de esos términos, es 
necesario acudir a algunos conceptos y elementos de la ciencia económica y, en tal sentido, la Comisión 
precisada, como órgano regulador, al ejercer sus atribuciones normativas, debe dotar a esos conceptos 
técnicos del contenido correspondiente (con base en la ciencia económica), para otorgar seguridad jurídica 
en cuanto a los mecanismos y procedimientos utilizados en el desarrollo de sus potestades. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 29/2018. Caleras Bertrán, S.A. de C.V. 6 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas, y 
contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue. 
 
Amparo en revisión 230/2018. Refractarios Básicos, S.A. de C.V. y otras. 20 de junio de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
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HIDROCARBUROS. LOS ARTÍCULOS 81, FRACCIÓN VI, 82 Y DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY 
RELATIVA, SE REFIEREN AL ESCENARIO ORDINARIO EN EL CUAL LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA ES 
COMPETENTE PARA DETERMINAR LOS PRECIOS MÁXIMOS DE VENTAS DE PRIMERA MANO DE LOS 
HIDROCARBUROS, PETROLÍFEROS O PETROQUÍMICOS, ASÍ COMO PARA ESTABLECER LA METODOLOGÍA 
CORRESPONDIENTE, POR LO QUE GENERAN SEGURIDAD JURÍDICA. La reforma constitucional en materia de 
energía, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013, motivó que el 11 de agosto 
de 2014 se publicara en dicho medio de difusión oficial la Ley de Hidrocarburos, reglamentaria de los artículos 
25, párrafo cuarto, 27, párrafo séptimo y 28, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en cuyos artículos 81, fracción VI, 82 y décimo tercero transitorio, el Congreso de la Unión facultó 
a la Comisión Reguladora de Energía para que determine los precios de las ventas de primera mano de 
hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos y para establecer la metodología correspondiente. Por su parte, 
en el artículo 9, fracciones I y II, de la Ley Federal de Competencia Económica, se señaló la posibilidad de 
imponer precios máximos a los bienes y servicios necesarios para la economía nacional o el consumo popular; 
sin embargo, en ese supuesto es indispensable que la Comisión Federal de Competencia Económica establezca 
–mediante la declaratoria correspondiente– que no hay condiciones de competencia efectiva y, a causa de 
esa declaratoria, el Ejecutivo Federal –en forma exclusiva– precise mediante decreto, los bienes y servicios 
que estarán sujetos a precios máximos. Así, de la interpretación armónica de los preceptos citados se concluye 
que el supuesto previsto en las disposiciones indicadas de la Ley de Hidrocarburos corresponde a un escenario 
ordinario, mientras que las facultades de la Comisión Federal de Competencia Económica en esa materia se 
refieren a supuestos extraordinarios y temporales cuando en cierta actividad se requiera la fijación de precios 
máximos por parte del Ejecutivo y, por tanto, desde esa óptica, generan seguridad jurídica en cuanto a la 
autoridad que podrá regular en la materia según las condiciones que imperen. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 29/2018. Caleras Bertrán, S.A. de C.V. 6 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas, y 
contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue. 
 
Amparo en revisión 230/2018. Refractarios Básicos, S.A. de C.V. y otras. 20 de junio de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
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HIDROCARBUROS. LOS ARTÍCULOS 81, FRACCIÓN VI, 82 Y DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY 
RELATIVA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD EN SU VERTIENTE DE CONFIANZA LEGÍTIMA. A través de 
los preceptos citados, el legislador facultó a la Comisión Reguladora de Energía para que, en su carácter de 
órgano regulador, emita la normativa que estime oportuna para dar aplicabilidad a los mandatos 
constitucionales y legales sobre ventas de primera mano de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, y 
establecer la metodología aplicable. Ahora bien, esa potestad no implica, por sí misma, que se afecten 
situaciones anteriores o que se transgredan derechos adquiridos por los gobernados, pues no existe un 
derecho de éstos para la inmutabilidad de las normas constitucionales o legales relacionadas con el modelo 
económico nacional; por el contrario, si se toma en cuenta que el Congreso de la Unión, en ejercicio de la 
facultad que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le confirió, puede legislar en materia de 
hidrocarburos, entonces la normativa emitida en ejercicio de esa atribución es aplicable a los hechos y actos 
realizados a partir de su entrada en vigor, sin que ello permita afectar situaciones o actos realizados con 
anterioridad; en ese sentido, los artículos 81, fracción VI, 82 y décimo tercero transitorio de la Ley de 
Hidrocarburos, no violan el principio de legalidad en su vertiente de confianza legítima, debido a la inexistencia 
de un derecho adquirido para que el modelo constitucional y legal económico permanezca estático. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 29/2018. Caleras Bertrán, S.A. de C.V. 6 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis 
en contra del voto de la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos; votó con reserva de criterio José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Amparo en revisión 230/2018. Refractarios Básicos, S.A. de C.V. y otras. 20 de junio de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido 
en esta tesis en contra del voto de la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos; votó con reserva de criterio José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle. 
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RECIBO O FACTURA DE PAGO EXPEDIDA POR LA COMISIÓN ESTATAL DE SERVICIOS PÚBLICOS DEL ESTADO 
DE BAJA CALIFORNIA. TIENE EL CARÁCTER DE UN CRÉDITO FISCAL QUE NO CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN 
DEFINITIVA PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO ADMINISTRATIVO ESTATAL. Conforme a los artículos 3, 7, 8 
y 23 del Código Fiscal del Estado de Baja California, en relación con el numeral 22 de la Ley de las Comisiones 
Estatales de Servicios Públicos de dicha entidad federativa (abrogada), los ingresos que percibe el Estado por 
los servicios de suministro de agua potable y drenaje tienen la naturaleza de un derecho, porque conforme al 
artículo 7 mencionado, poseen ese carácter las contraprestaciones establecidas en las leyes fiscales por los 
servicios prestados por el Estado en sus funciones de derecho público, así como por el uso o aprovechamiento 
de los bienes del dominio público; de ahí que los derechos constituyen un tributo impuesto por el Estado a 
los gobernados que utilizan los servicios públicos y están comprendidos en la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. En ese contexto, el pago por consumo de agua 
constituye una contribución en su modalidad de derecho a cargo de los particulares y, por tanto, debe 
considerarse como un crédito fiscal, en atención a la legislación especial que rige el acto (Ley de las Comisiones 
Estatales de Servicios Públicos del Estado de Baja California), la cual establece que la obligación de pago de 
las cuotas por consumo de agua tendrá el carácter de fiscal. Ahora bien, aun cuando la obligación de pago por 
consumo de agua potable se refleja al emitirse el recibo o la factura por el cobro correspondiente, éstos no 
constituyen una resolución definitiva impugnable ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, en 
términos del artículo 22 de la Ley que lo rige, porque previamente debe acudirse al recurso de inconformidad 
que establece el artículo 62 de la Ley que Reglamenta el Servicio de Agua Potable en el Estado Baja California, 
para impugnar el cobro del servicio de agua potable, ya que en la parte final del párrafo primero de este último 
precepto legal, se establece expresamente como consecuencia si no se impugna el cobro por el consumo de 
agua mediante la inconformidad, que la factura quedará firme para todos los efectos legales y, por ende, su 
consentimiento tácito; de ahí que resulte obligatorio para el usuario agotar la inconformidad prevista en esta 
ley. En ese sentido, impera el principio de especialidad de las normas que en el caso es la Ley que Reglamenta 
el Servicio de Agua Potable en el Estado de Baja California, ante la optatividad que se prevé en el numeral 35 
de la Ley del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa del Estado, dada la obligatoriedad de agotar el recurso 
previsto en la legislación especial. Por tanto, los recibos o facturas de pago por consumo de agua no 
constituyen un acto administrativo definitivo impugnable ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
PLENO DEL DECIMOQUINTO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 8/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Quinto, ambos 
del Décimo Quinto Circuito. 26 de junio de 2018. Mayoría de cinco votos de los Magistrados Jorge Alberto 
Garza Chávez, Gerardo Manuel Villar Castillo, Fabricio Fabio Villegas Estudillo, Inosencio del Prado Morales y 
Abel A. Narváez Solís. Disidente: Graciela M. Landa Durán. Formularon voto concurrente: Jorge Alberto Garza 
Chávez y Gerardo Manuel Villar Castillo. Ponente: Fabricio Fabio Villegas Estudillo. Secretaria: Cinthya Ivette 
Valenzuela Arenas. 
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SUBCONTRATACIÓN LABORAL. LOS ARTÍCULOS 27, FRACCIÓN V, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA Y 5o., FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO, NO 
VIOLAN LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Conforme a los artículos 15-A a 15-D 
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de la Ley Federal del Trabajo, el trabajo en régimen de subcontratación es aquel por medio del cual un patrón 
denominado contratista, ejecuta obras o presta servicios con trabajadores bajo su dependencia a favor de un 
contratante, persona física o moral, la cual fija las tareas del contratista, lo supervisa en el desarrollo de los 
servicios o la ejecución de las obras contratadas y, entre otras obligaciones, debe cerciorarse no sólo al 
momento de celebrar el contrato, sino durante el tiempo que dure la prestación del servicio, de que el 
contratista cuenta con la documentación y los elementos propios suficientes para cumplir con las obligaciones 
que deriven de las relaciones con sus trabajadores. Por su parte, el artículo 27, fracción V, párrafo tercero, de 
la Ley del Impuesto sobre la Renta, establece como requisito para deducir los gastos derivados de la 
subcontratación laboral, que el contratante obtenga del contratista copia de los comprobantes fiscales por 
concepto de pago de salarios de los trabajadores que le hayan proporcionado el servicio subcontratado, de 
los acuses de recibo, así como de la declaración de entero de las retenciones de impuestos efectuadas a dichos 
trabajadores y de pago de las cuotas obrero patronales al Instituto Mexicano del Seguro Social, y que los 
contratistas estarán obligados a entregar al contratante los comprobantes y la información a que se refiere 
ese párrafo, mientras que el diverso 5o., fracción II, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado dispone que 
como requisito para la procedencia del acreditamiento del tributo, el contratante deberá obtener del 
contratista copia simple de la declaración correspondiente, del acuse de recibo y de la información reportada 
al Servicio de Administración Tributaria sobre el pago de dicho impuesto, así como que, a su vez, el contratista 
deberá proporcionar al contratante copia de la documentación mencionada, además de que el contratante, 
en el caso de que no recabe la documentación, deberá presentar declaración complementaria para disminuir 
el acreditamiento que hubiere efectuado. Pues bien, de la interpretación teleológica y armónica de las normas 
laborales y fiscales de mérito, se advierte que estas últimas no violan los derechos a la legalidad y a la 
seguridad jurídica reconocidos por los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en virtud de que se especifican el motivo y los documentos con los que los contratantes se 
cerciorarán permanentemente  
de que el contratista cumple con las disposiciones aplicables en materia de seguridad social y fiscal, aunado a 
que el contribuyente puede acceder a la documentación de este último, ya que conforme con la situación 
jurídica especial que guarda la figura de la subcontratación, la propia normativa en materia del trabajo exige 
del contratante una constante vigilancia respecto del contratista, además de que el vínculo jurídico entre los 
sujetos que la pactan se ubica en situación de coordinación y no de subordinación, con lo que es posible que 
entre las partes tomen medidas que tiendan al cumplimiento de las disposiciones aplicables. Aunado a ello, 
la documentación de que se trata no es reservada o secreta, sino que está relacionada con las aportaciones 
de seguridad social y con la declaración de impuestos, con lo que no se revela información confidencial del 
contratista. 
 
 
 
 
 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 1272/2017. Mio Games, S.A. de C.V. 14 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.  
 
Amparo en revisión 98/2018. G.S. Corporativo de Servicios y Soluciones Empresariales, S.A. de C.V. 18 de abril 
de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara. 
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Amparo en revisión 1351/2017. Defense Technologies And Systems, S.A. de C.V. 18 de abril de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz. 
 
Amparo en revisión 362/2018. Operadora de Espectáculos Deportivos, S.A. de C.V. 27 de junio de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
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FACULTADES DE COMPROBACIÓN EN MATERIA FISCAL FEDERAL. PARA DAR A CONOCER AL 
CONTRIBUYENTE LOS HECHOS U OMISIONES DETECTADOS DURANTE EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LA 
AUTORIDAD DEBE REALIZARLE UN REQUERIMIENTO FORMAL Y NO SÓLO HACERLE UNA "ATENTA 
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INVITACIÓN" (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2015). Del artículo 42, último párrafo, del Código Fiscal de la 
Federación (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de noviembre 
de 2015) se advierte que las autoridades fiscales que estén ejerciendo las facultades de comprobación 
previstas en ese precepto, informarán al contribuyente, a su representante legal y, tratándose de personas 
morales, también a sus órganos de dirección, de los hechos u omisiones que conozcan, de conformidad con 
los requisitos y el procedimiento que el Servicio de Administración Tributaria establezca mediante reglas de 
carácter general. Por su parte, la regla 2.12.9. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015 prevé que antes 
de levantarse la última acta parcial, el oficio de observaciones o la resolución definitiva en el caso de revisiones 
electrónicas y siempre que existan elementos suficientes para determinar una irregularidad o una situación 
fiscal al contribuyente, las autoridades fiscales deben notificarle un requerimiento en el que solicitarán su 
presencia en las oficinas de la autoridad revisora para darle a conocer los hechos u omisiones de que se trate 
y, en caso de no atenderlo, continuarán con el procedimiento de fiscalización y asentarán ese hecho en el 
acta, oficio o resolución respectiva. Por tanto, a fin de informar al contribuyente los hechos u omisiones 
detectados, la autoridad fiscal está obligada a realizarle un requerimiento formal en los términos apuntados 
y no sólo a hacerle una "atenta invitación", en tanto que ésta no reviste la formalidad que amerita una 
comunicación de esa naturaleza, en la medida en que no da certeza jurídica sobre los efectos o consecuencias 
de su incumplimiento, a diferencia de un requerimiento fundado y motivado que indica con precisión el 
motivo de su emisión y las consecuencias de no atenderlo. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo directo 374/2017. Rigalti Servicios, S.A. de C.V. 13 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
José Ángel Mandujano Gordillo. Secretaria: Mónica lvette Macías Lam. 
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ACUERDOS CONCLUSIVOS EN MATERIA TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 69-C DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN QUE LOS REGULA, RESPETA EL DERECHO HUMANO DE ACCESO A LA JUSTICIA. Los artículos 17 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 14, numeral 1, del Pacto Internacional de 
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Derechos Civiles y Políticos, así como la Observación General No. 32 del Comité de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas sobre este último ordenamiento, reconocen el derecho humano de acceso a la justicia y los 
diversos a la igualdad de medios procesales ante los tribunales y a la imparcialidad en la administración de 
justicia. En estas condiciones, el artículo 69-C del Código Fiscal de la Federación, al regular los acuerdos 
conclusivos en la materia, no sólo respeta el derecho humano mencionado, sino que lo promueve con un 
mecanismo alternativo de solución de controversias, en tanto tiene como pretensión garantizar que los 
contribuyentes que cumplan con los requisitos establecidos para ello, regularicen su situación fiscal y 
resuelvan sus diferendos con el fisco, dándoles fin mediante una solución alternativa a la vía jurisdiccional, lo 
cual les permite que al solicitar y proponer un acuerdo conclusivo, gocen de la posibilidad de resolver un 
conflicto con la autoridad fiscalizadora, en un plano paralelo a la tutela judicial. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1265/2017. Gerardo Maya Rangel. 9 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. 
del Pilar Núñez González. Secretario: Joel González Jiménez. 
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PRESCRIPCIÓN DE SENTENCIA DE CONDENA MIXTA DICTADA EN UN JUICIO EJECUTIVO MERCANTIL. EL 
PLAZO PARA QUE OPERE COMIENZA DE MANERA DIFERENCIADA PARA EL PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN 
Y PARA EL INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA. Cuando se está frente a una sentencia de condena 
mixta, esto es, con cantidades líquidas e ilíquidas, el derecho a ejecutarla se individualiza respecto de cada 
una de ellas. Por otra parte, la prescripción establecida en el artículo 1079, en relación con el diverso 1040, 
ambos del Código de Comercio (en su texto derivado de las reformas de 1994), es una figura que opera 
respecto de cada uno de los campos de condena, es decir, actúa en lo que corresponde a las cantidades 
líquidas –procedimiento de ejecución– e individualmente respecto de las cantidades ilíquidas –procedimiento 
incidental–. Así, el derecho a solicitar la ejecución de una sentencia firme y obtener lo reconocido en ésta es 
de naturaleza sustantiva, por lo cual, se extingue mediante la figura de la prescripción, que comienza a 
contarse desde el día en que la acción pudo ser legalmente ejercitada en juicio, una vez que la sentencia de 
condena causa ejecutoria como lo señala la fracción IV del numeral citado en primer término. Y por lo que 
hace a las cantidades ilíquidas, por ejemplo, la condena de intereses moratorios o gastos y costas, el derecho 
a ejecutar surge con posterioridad a que se tramita el incidente de liquidación previsto por el artículo 1348 
del mismo ordenamiento legal, una vez que se fija en cantidad precisa y líquida una condena indeterminada. 
Conforme a ello, la extinción de ese derecho operaría indistintamente tanto para la condena líquida como 
para la ilíquida, donde los actos que se dan dentro de la etapa preparatoria a la ejecución, como la promoción 
del incidente de liquidación de sentencia, que interrumpe la prescripción de la ejecución de la condena 
indeterminada, pero que no tiende estrictamente a la ejecución, no resultan aptos para impulsar el 
procedimiento de ejecución de la cantidad líquida, y como consecuencia, tampoco interrumpe su 
prescripción. De ahí que el plazo para que opere la prescripción de sentencia de condena mixta dictada en un 
juicio ejecutivo mercantil comienza de manera diferenciada para el procedimiento de ejecución y para el 
incidente de liquidación de sentencia.  
 
PLENO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 10/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Tercero, ambos 
del Vigésimo Séptimo Circuito. 30 de abril de 2018. Unanimidad de tres votos de los Magistrados José Angel 
Máttar Oliva, Selina Haidé Avante Juárez y Óscar Rodríguez Álvarez. Ponente: Selina Haidé Avante Juárez. 
Secretario: Édgar Bruno Castrezana Moro. 
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PRELACIÓN DE CRÉDITOS EN LOS CONCURSOS MERCANTILES. LOS PRINCIPIOS DE INTERPRETACIÓN 
CONFORME Y PRO PERSONA NO JUSTIFICAN LA CREACIÓN DE UNA CATEGORÍA ESPECIAL PARA LOS 
CONSUMIDORES, DIFERENTE DE LA DERIVADA DEL ARTÍCULO 217 DE LA LEY DE CONCURSOS MERCANTILES. 
La aplicación del principio de interpretación conforme con la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos exige optar por aquella interpretación de la que derive un resultado acorde al Texto Supremo, en 
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caso de que la norma secundaria sea oscura y admita dos o más sentidos, a fin de preservar su 
constitucionalidad y garantizar la supremacía del orden constitucional y, simultáneamente, permitir una 
adecuada y constante aplicación del orden público, mientras que el principio pro persona, se actualiza cuando 
el operador jurídico advierte que dos o más normas son aplicables al caso y debe elegir la que otorga la 
protección más amplia a la persona o bien, cuando existe una norma aplicable pero que admite diversas 
interpretaciones que se traducen en mayor o menor protección a los derechos fundamentales, de modo que 
la obligación de resolver conforme a ese principio se traduce en la elección de la norma o interpretación más 
favorable para la persona, de entre las que resulten aplicables al derecho reconocido; en el caso, el artículo 
217 de la Ley de Concursos Mercantiles es claro en cuanto a su contenido normativo al prever, por exclusión, 
los créditos de los consumidores como comunes, ya que no son créditos contra la masa, ni son de carácter 
fiscal o laboral, lo que se corrobora en el artículo 222 de esa ley al señalar que son acreedores comunes todos 
aquellos que no estén considerados en los preceptos 218 a 221, 222 Bis y 224 de ese ordenamiento, quienes 
cobrarán a prorrata sin distinción de fechas, por lo que no existe razón para hacer una interpretación 
conforme ni cobra aplicación el principio pro persona, porque la norma mencionada no es confusa, de modo 
que no admite más interpretaciones, tampoco se contrapone con otra u otras disposiciones, ni puede 
considerarse como alguna laguna u omisión del legislador. Consecuentemente, los principios aludidos no 
justifican la creación de una categoría especial para los consumidores, diferente de la derivada del artículo 
217 citado. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 2/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo, Octavo, Décimo 
Segundo, Décimo Tercero y Décimo Cuarto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 8 de mayo de 2018. 
Mayoría de once votos de los Magistrados José Rigoberto Dueñas Calderón, Luz Delfina Abitia Gutiérrez, 
Mauro Miguel Reyes Zapata, Edith E. Alarcón Meixueiro, Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti, Elisa Macrina 
Álvarez Castro, José Juan Bracamontes Cuevas, Ana María Serrano Oseguera, J. Jesús Pérez Grimaldi, María 
Concepción Alonso Flores y Benito Alva Zenteno, quien asistió en sustitución del Magistrado Carlos Arellano 
Hobelsberger. Disidentes: Francisco Javier Sandoval López, quien formuló voto particular, J. Refugio Ortega 
Marín y Neófito López Ramos, quien se adhiere al voto particular formulado por el Magistrado Francisco Javier 
Sandoval López. Ponente: José Rigoberto Dueñas Calderón. Secretarios: Vianney Rodríguez Arce, Alejandra 
Flores Ramos y Alfredo Díaz Melo. 
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PRELACIÓN DE CRÉDITOS EN LOS CONCURSOS MERCANTILES. LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES NO 
JUSTIFICAN LA CREACIÓN DE UNA CATEGORÍA ESPECIAL EN AQUÉLLA. El derecho fundamental que el artículo 
28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce a los consumidores y que se 
reglamenta en la Ley Federal de Protección al Consumidor, está orientado exclusivamente a equilibrar las 
desigualdades de la relación de consumo entre el comerciante y el consumidor, sin que exista alguna 
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disposición conforme a la cual los créditos reconocidos a favor de los consumidores deban pagarse con 
preferencia a algún otro crédito en el concurso mercantil, pues sus derechos no justifican la creación de una 
categoría especial en la prelación de créditos en los concursos mercantiles. 
 
PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 2/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Séptimo, Octavo, Décimo 
Segundo, Décimo Tercero y Décimo Cuarto, todos en Materia Civil del Primer Circuito. 8 de mayo de 2018. 
Mayoría de once votos de los Magistrados José Rigoberto Dueñas Calderón, Luz Delfina Abitia Gutiérrez, 
Mauro Miguel Reyes Zapata, Edith E. Alarcón Meixueiro, Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti, Elisa Macrina 
Álvarez Castro, José Juan Bracamontes Cuevas, Ana María Serrano Oseguera, J. Jesús Pérez Grimaldi, María 
Concepción Alonso Flores y Benito Alva Zenteno, quien asistió en sustitución del Magistrado Carlos Arellano 
Hobelsberger. Disidentes: Francisco Javier Sandoval López, quien formuló voto particular, J. Refugio Ortega 
Marín y Neófito López Ramos, quien se adhiere al voto particular formulado por el Magistrado Francisco Javier 
Sandoval López. Ponente: José Rigoberto Dueñas Calderón. Secretarios: Vianney Rodríguez Arce, Alejandra 
Flores Ramos y Alfredo Díaz Melo. 
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MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO EN EL JUICIO MERCANTIL. CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE LAS OTORGA, 
PROCEDE EL RECURSO DE APELACIÓN DE TRAMITACIÓN INMEDIATA EN EFECTO DEVOLUTIVO, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1345, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, POR LO QUE EN OBSERVANCIA 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD DEBE AGOTARSE PREVIAMENTE A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. El Código de Comercio, en sus artículos 1168 a 1193, establece un sistema completo, expreso y 
cerrado de medidas cautelares, que sólo comprende las denominadas "providencias precautorias", 
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consistentes en la radicación de persona y la retención de bienes, exclusivamente bajo los supuestos fácticos 
y jurídicos allí establecidos, y cuya concesión puede impugnarse mediante el recurso de apelación en términos 
de los preceptos 1183, 1339, 1345, fracción IV, y 1345 Bis 1 de dicho código. En ese sentido, ante la falta de 
regulación de otro tipo de medidas cautelares distintas a las anteriores, con base en los artículos 1054 y 1063 
del código aludido, puede aplicarse supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles a efecto de 
dictar en los juicios mercantiles las medidas de aseguramiento, para preservar una situación de hecho 
existente reguladas en este ordenamiento. Ahora bien, el artículo 384 de este último código prevé entre sus 
enunciados, que no se admitirá recurso alguno contra la resolución que decrete la medida de aseguramiento; 
sin embargo, esa porción normativa no cobra aplicación de manera supletoria cuando la medida se dicta en 
el juicio mercantil, pues si en el Código de Comercio se establece la procedencia del recurso de apelación 
contra las providencias precautorias que regula, ello permite sostener la existencia de un principio de 
impugnabilidad predicable para toda clase de medidas cautelares como especie, que pudieren dictarse en el 
proceso mercantil, por lo que la aplicación de la regla supletoria referida sería contraria a ese principio de 
recurribilidad y, por tanto, no se satisfacen plenamente los requisitos para que opere la supletoriedad de la 
ley, entre los cuales se contempla precisamente el relativo a que la legislación supletoria sea congruente y no 
contraríe los principios y bases del ordenamiento a suplir. Así, debe considerarse que contra la resolución que 
otorga la medida de aseguramiento en un juicio mercantil procede el recurso de apelación de tramitación 
inmediata en efecto devolutivo, en términos del artículo 1345, fracción IV, del Código de Comercio, por lo que 
en observancia al principio de definitividad, ese recurso debe agotarse previamente a la promoción del juicio 
de amparo indirecto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 102/2017. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, y jurisdicción en toda la República, y el Pleno 
en Materia Civil del Primer Circuito. 25 de abril de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ausente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretarios: Ricardo 
García de la Rosa y Laura Patricia Román Silva.  
 
 
 
 
 

Seguridad Social 
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. PARA QUE PROCEDA CONTRA LA OMISIÓN, ACTUALIZACIÓN Y 
CÁLCULO DE INCREMENTOS A LAS PENSIONES CONCEDIDAS POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, PREVIAMENTE DEBE EXISTIR UNA RESOLUCIÓN EXPRESA O 
FICTA QUE HAYA DADO RESPUESTA A LA PETICIÓN DEL PENSIONADO. De los artículos 14, fracción VI, de Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa abrogada, 2o., 3o., 14, fracción II, y 15, 
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fracciones III y IV, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se advierte que el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (actualmente Tribunal Federal de Justicia Administrativa) conocerá 
del juicio contencioso administrativo promovido contra las resoluciones definitivas dictadas en materia de 
pensiones civiles, sea con cargo al erario federal o al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado. De dichas normas se deduce que tratándose de la impugnación de la actualización y 
cálculo de incrementos a una pensión se requiere de una resolución dictada por el Instituto referido, lo que 
presupone que el actor, antes de acudir al juicio contencioso administrativo federal, debió gestionar ante la 
autoridad administrativa que se le otorgaran dichos incrementos, a fin de que se pronunciara de manera 
expresa o ficta su negativa a acordar de manera favorable la instancia ante aquélla planteada, máxime que en 
las tesis aislada 2a. X/2003 y de jurisprudencia 2a./J. 80/2017 (10a.), la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación sostuvo que para la procedencia del juicio contencioso administrativo se requiere que se 
haya emitido un acto administrativo de autoridad, una resolución definitiva o la última resolución dictada para 
poner fin a un procedimiento, para que sea susceptible de impugnarse ante el Tribunal mencionado. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Contradicción de tesis 124/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Novena Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, el Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Quinto Circuito y el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 27 
de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín. 
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CONCESIONARIOS DE REDES PÚBLICAS DE TELECOMUNICACIONES. EL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA 
DE AMPARO PROMOVIDA EN CONTRA DE LA DECISIÓN DEL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES 
QUE DECIDE NO SANCIONAR A DIVERSO CONCESIONARIO POR EL PRESUNTO INCUMPLIMIENTO A LAS 
CONDICIONES DE SU TÍTULO DE CONCESIÓN, NO ES LA ACTUACIÓN OPORTUNA PARA DECIDIR SI EL 
PROMOVENTE TIENE O NO INTERÉS. Si bien la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 
la jurisprudencia de rubro "INTERÉS LEGÍTIMO. SU AUSENCIA PUEDE CONSTITUIR UN MOTIVO MANIFIESTO E 
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INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO.", sostuvo la posibilidad de que, al proveerse sobre 
la demanda de amparo, el juzgador pueda verificar si la situación del promovente frente al acto de autoridad 
implica un perjuicio o no y, más aún, el tipo de afectación para determinar si implica un interés legítimo o un 
interés simple; ello es dable bajo la óptica en todo momento de que ello se advierta de forma manifiesta e 
indudable. En el caso de que no sea factible determinar con claridad estas situaciones o de que se advierta la 
posibilidad de que el quejoso sea titular de un interés legítimo, debe admitirse la demanda para que, a través 
de la sustanciación del juicio, se diluciden con certeza esos extremos. En el caso concreto, la determinación 
de si los promoventes del amparo tienen o no interés para combatir o reclamar una determinación del IFT en 
donde resuelve no sancionar a un concesionario de telecomunicaciones por presuntamente haber violado 
una condición de su título de concesión, no es notoria y manifiesta, pues la determinación en ese sentido 
podrá dilucidarse hasta en tanto se haga una valoración de la denuncia presentada, la naturaleza del 
procedimiento instado y la relación existente entre los concesionarios, para de este modo, estar en aptitud 
de descifrar si la eventual respuesta del regulador puede redundar en un beneficio o un perjuicio para el 
denunciante, por lo que en este sentido, la falta de interés jurídico o legítimo en el caso concreto no es una 
causa notoria y manifiesta de improcedencia del juicio de amparo. 
 
PLENO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, 
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. 
 
Contradicción de tesis 1/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo de 
Circuito, ambos en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República. 28 de agosto 
de 2017. Mayoría de tres votos de los Magistrados Patricio González-Loyola Pérez, Adriana Leticia Campuzano 
Gallegos y Pedro Esteban Penagos López. Ausente: Homero Fernando Reed Ornelas. Disidentes: Óscar Germán 
Cendejas Gleason y Jean Claude Tron Petit. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretario: Marco Antonio Pérez 
Meza. 
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JURISPRUDENCIA. AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA EL ACUERDO DEL INSTITUTO FEDERAL DE 
TELECOMUNICACIONES QUE DA TRÁMITE A UNA DENUNCIA RELACIONADA CON EL RÉGIMEN DE 
PREPONDERANCIA PERO LE NIEGA EL CARÁCTER DE PARTE AL DENUNCIANTE. El juicio de amparo indirecto 
procede contra el acuerdo del Instituto Federal de Telecomunicaciones por el que tiene por recibida una 
denuncia por posibles violaciones del agente económico preponderante respecto de una de las medidas que 
le fueron impuestas; determinó el inicio de las facultades de supervisión y verificación del referido instituto; 
negó el carácter de parte del denunciante; no le reconoció interés jurídico ni legítimo y no le tuvo por 
autorizadas a las personas que designó, porque si bien se trata de un acto dictado dentro de un procedimiento 
que causa una afectación que podría combatirse a través del juicio en donde se reclamara la resolución que 
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pusiera fin al procedimiento, la demora que significaría resolver este tipo de asuntos en aquella oportunidad, 
en caso de que se promoviera el juicio de amparo hasta que se dicte la resolución definitiva (dado el 
dinamismo de los mercados, los criterios de oportunidad y, en caso de ser fundada la pretensión de la quejosa, 
la oportunidad para participar en el procedimiento), causaría un perjuicio grave que podría significar negar el 
acceso a la justicia. Además, en estos casos, no puede estimarse que la promoción del juicio de amparo tiene 
como finalidad ser un mecanismo dilatorio o de obstrucción frente a las atribuciones del órgano regulador, lo 
cual pretende eliminar la restricción contenida en el artículo 28, párrafo vigésimo, fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues quienes lo promueven son agentes económicos 
distintos del preponderante que tienen interés en que se ejecuten con la mayor prontitud posible y la eficacia 
debida, las medidas regulatorias. Al contrario, la procedencia del juicio durante la sustanciación del 
procedimiento administrativo podría evitar la reposición de este último con posterioridad y, en consecuencia, 
propiciar que se resuelva de manera más rápida y sin obstáculos, en beneficio no sólo de los agentes 
económicos distintos al preponderante, sino de la sociedad en general, de ahí la conclusión de que no se está 
en el supuesto de los actos intraprocesales a los que debe aplicarse la restricción constitucional sobre la 
procedencia del juicio de amparo aludida. 
 
PLENO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, 
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. 
 
Contradicción de tesis 2/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados de Circuito Primero y 
Segundo, ambos en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República. 28 de 
noviembre de 2017, Unanimidad de cinco votos de los Magistrados Adriana Leticia Campuzano Gallegos, 
Pedro Esteban Penagos López, Patricio González-Loyola Pérez, Jean Claude Tron Petit y Óscar Germán 
Cendejas Gleason. Ausente: Homero Fernando Reed Ornelas. Ponente: Adriana Leticia Campuzano Gallegos. 
Secretario: Arturo Mora Ruiz. 
 


